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1.- Las viviendas desocupadas sometidas a algún régimen de protección existente en Andalucía.
La noticia aparece descontextualizada habida cuenta de que no se trata de viviendas de protección publica de titularidad de la Junta de Andalucía (aunque también exista un número indeterminado de estas desocupadas) sino de viviendas en manos de las entidades financieras y sometidas a algún régimen de protección oficial o pública. El tema fue tratado en la queja de oficio 12/3899 en la que entre otras medidas se proponía que la gran bolsa de viviendas protegidas de las entidades bancarias (procedentes de quiebras, daciones en pago desahucios, etc.) salieran al mercado protegido, tanto andaluz como español, previéndose en caso de no hacerlo la posibilidad de ejercer la expropiación por incumplimiento social de la propiedad. Se proponía una expropiación a precios inferiores a los del mercado precisamente por tratarse de una expropiación-sanción y que se tuvieran también en cuenta las ayudas recibidas por los bancos.

Con independencia de ello la oficina del Defensor del Pueblo Andaluz considera que además de la vivienda de los bancos se debe investigar el uso y destino de las viviendas protegidas existentes en Andalucía ya sean de titularidad publica o privada para que sirvan al fin que justifico su construcción y sean disfrutada por quienes reúnen las condiciones para ello.

2.- Sobre ayudas a la vivienda
El plan de vivienda (Real Decreto 2006/2008 de 12 de Diciembre por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda y Rehabilitación) preveía conceder ayudas a los propietarios que destinaran sus inmuebles al alquiler para facilitar el acceso a este de personas y familias que reunieran determinados requisitos. La ayuda que se concedía al propietario era de 6.000 euros por vivienda. Muchos de estos propietarios acudieron en queja por que las ayudas que habían solicitado no se le habían concedido.

Es verdad, que se contemplaba en la normativa de aplicación que las ayudas tendrían como limite la consignación presupuestaria establecida para este fin. El problema surge cuando tenemos noticias de que alguna ayuda se había concedido a solicitantes que habían presentados su solicitud con posterioridad a otros que, lo habían hecho en fecha anteriores, no habían recibido tales ayudas. 

Por ello esta Institución a través de la queja 13/1381 ha Recomendado que, con carácter de urgencia, se den las instrucciones precisas en aras a iniciar una investigación que abarque a todas las Delegaciones Territoriales en base a la cual:

· Se obtenga una relación de todas las solicitudes de ayudas a propietarios que han sido reconocidas y abonadas, así como las fechas de registro en que fueron formalmente presentadas.

· Se obtenga una relación de todas las solicitudes de ayudas a propietarios que han sido desestimadas con fundamento en la falta de disponibilidad presupuestaria. 

Por otra parte, nos hemos hecho eco, una vez más, de las disfuncionalidades en el programa de ayudas a inquilinos de viviendas, en los que bajo el argumento de la falta de disponibilidad presupuestaria se tiene a cientos de solicitantes sin saber qué pasará con su ayuda, es decir, si la van a cobrar, cuándo y en qué cantidad, habiendo tenido constancia de retrasos de más de dos años en resolver las solicitudes, cuyo pago acumula retrasos aún mayores.

3.- Pacto por la vivienda
Esta Institución lleva desde hace años, especialmente en los 4 últimos, reclamando un pacto de los poderes públicos por la vivienda en los que estarían presente también los agentes privados como las entidades financieras, los promotores y los constructores, así como representantes del tercer sector. No lo hemos pedido con un carácter meramente formal, sino convencidos de que solo desde el conocimiento de la realidad social y de las medidas que son posibles adoptar en el ámbito de la legislación hipotecaria, civil, de vivienda, así como desde el conocimiento de las posibilidades que ofrece el parque inmobiliario actualmente existente, es posible encontrar respuesta a la desprotección de este derecho constitucional que están sufriendo miles y miles de personas y familias en el estado español y comunidad autónoma.
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